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LA POLÍTICA ANTIMONOPOLISTICA DE
LA C. E. E. Y LA POSICIÓN DE ESPAÑA

En el número de INFORMACIÓN COMERCIAL ESPAÑOLA correspondiente a noviembre de 1961 (pági-
nas 71 a 75) se publicó «in trabajo sobre el tema de las medidas de represión del monopolio contenidas en
el Tratado de Roma.

Desde entonces han ocurrido dos hechos: el Consejo de Ministros de la Comunidad ha aprobado un
primer Reglamento para la aplicación de las normas del Tratado y España ha solicitado la apertura de ne-
gociaciones con la CEE, con el fin de establecer vínculos de asociación que eventualmente permitan la adhe-
sión de nuestro país a la Comunidad en calidad de Miembro de pleno derecho.

Todo ello justifica, sin duda, el que ahora volvamos sobre este importante tema de las medidas de lu-
cha contra el monopolio en el Tratado de Roma.

Lecturas instructivas.

Cuando, hace algún tiempo, se
planteó por INFORMACIÓN COMER-
CIAL ESPAÑOLA y por otras publi-
caciones el problema de la repre-
sión legal de las prácticas mono-
polistas en España, se promovió,
como probablemente recuerdan
muchos de nuestros lectores, un
regular escándalo.

Pedir que en España se intro-
dujera una legislación antimono-
polista fue considerado en nume-
rosos sectores una pretensión
inaudita en grado extremo y casi
tan antipatriótica como inaudita.

Recomendamos a los que así
sentían que pongan al día su in-
formación —y, si es posible, sus
convicciones— en la materia le-
yendo con atención los artículos
85 a 90 del Tratado de Roma y el
Reglamento aprobado para su
aplicación, que lleva la fecha del
31 de diciembre de 1961, y se com-
pone de 23 artículos.

Tendrán así ocasión de com-
probar que la adopción de una
serie de normas represivas del
monopolio, la definición de unos
supuestos para su aplicación y la
fijación de las sanciones corres-
pondientes son hoy día parte in-
tegrante de la legislación econó-
mica en un régimen social de
mercado. Lo anormal es que estas
disposiciones no existan. La filo-
sofía económica liberal, que sirve
de fundamento al Tratado de Ro-
ma, no obstaculiza, sino que, al
contrario, exige la adopción de
una serie de normas represivas
del monopolio.

Naturalmente, si España se ad-
hiere al Tratado de Roma, estas
normas serán inmediatamente

LA LUCHA CONTRA
EL MONOPOLIO

Parte integrante de la legislación
económica de un régimen social

de mercado

aplicables a las empresas españo-
las, al menos en todo lo que pue-
de afectar al comercio entre Es-
paña y los Países Miembros de la
CEE. Si la vinculación con la CEE
se plantea en forma de asociación,
España también habrá de adop-
tar disposiciones dirigidas a la
represión de las prácticas mono-

polistas, como se puede compro-
bar examinando el precedente;
en este caso, el artículo 51 del
Tratado de Asociación entre Gre-
cia y la CEE.

La petición de negociaciones
con la CEE significa así, entre
otras muchas cosas, que hay que
prepararse para adaptar al caso
español la legislación antimono-
polio definida por el Tratado de
Roma.

La Comunidad Económica Eu-
ropea y las concentraciones
de poder económico: la ley y
la realidad.

Sin embargo, parecerá un tanto
irónico a muchos lectoies el que
se venga ahora a poner el ejem-
plo del Tratado de Roma como
instrumento legal de represión
del monopolio.

¿No es la Europa del Merca-
do Común también la Europa de
las grandes concentraciones de
poder económico, de los gigantes
financieros e industriales y de los
pactos entre gigantes? ¿No nos
trae la prensa todos los días no-
ticias de fusiones y de acuerdos
entre empresas —empresas de los
Países Miembros o de éstos y de
terceros países— en torno a la
instauración del Mercado Común
o en relación más o menos direc-
ta con él? ¿Qué conexión existe
entre el texto legal represivo del
monopolio contenido en el Trata-
do de Roma y la realidad de la
Europa de los Seis?

A propósito de estas preguntas,
cabe observar varias cosas:

1) Habrá que ser realista y no
olvidar que, en el marco institu-
cional de una economía capitalis-
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ta moderna, las leyes antimono-
polistas no pretendan ni puedan
pretender la instauración de un
régimen de competencia perfec-
ta, en un mercado transparente,
entre una multitud de pequeñas
y medianas empresas. La legisla-
ción antimonopolio en una socie-
dad capitalista tiene que partir
del hecho de la existencia, y de
la persistencia, de las grandes
concentraciones del poder econó-
mico. Lo único que se puede pre-
tender con estas leyes es evitar
las situaciones en que las concen-
traciones de poder se utilizan en
forma mas abiertamente contraria
al bienestar colectivo.

La eficacia fundamental de una
legislación antimonopolista está
en localizar y combatir las prác-
ticas restrictivas en que la explo-
tación del consumidor aparezca
más clara y esté menos compen-
sada por posibles ventajas econó-
micas en otros órdenes de cosas
(por ejemplo, por la realización
de grandes economías de escala
o de grandes inversiones de in-
vestigación).

El objetivo es limitado, pero
no deja de tener su importancia.
Concretamente, si en la economía
española se pudiera dar por con-
seguido alguna vez este limitado
objetivo, puede asegurarse que
haoríamos adelantado .ya bastan-
te con relación a la situación pre-
sente.

2) En este sentido, puede ser
que una buena parte de las con-
centraciones, fusiones y acuer-
dos numerosísimos que están sur-
giendo en la CEE, o en relación
con la CEE, no entren en los su-
puestos sancionados por las nor-
mas de represión del monopolio
del Tratado de Roma. Se trata de
acuerdos lícitos o «positivos», no
contrarios a la competencia, o me-
nos nocivos para ella.

Es natural, al fin y al cabo,
que la instauración del Mercado
Común provoque la aparición de
un gran número de acuerdos «po-
sitivos» o con muchos elementos
«positivos» desde el punto de vis-
ta de la concurrencia.

Por ejemplo:
a) Acuerdos de fusión y coo-

peración entre pequeñas y media-
nas empresas —ai nivel de la or-
ganización comercial, de la inves-
tigación técnica o de la financia-
ción— para abaratar costes y po-
der resistir mejor el impacto de

una concurrencia exterior cada
vez más intensa, o para utilizar
las nuevas oportunidades de ven-
ta a otros mercados.

b) Acuerdos de especialización
entre grandes empresas —acom-
pañadas de intercambio de paten-
tes y de informaciones técnicas—
con el fin de abaratar costes y
ampliar las series de producción
de cada una, adaptándose a la
ampliación del mercado.

c) Acuerdos de cooperación
entre entidades bancarias o co-
merciales, a fin de poner caua
una a disposición de las otras las
respectivas organizaciones nació
nales en materia de información
sobre clientes, de prospección de
mercados, etc.

.Pero puede ser también, natu-
ralmente, que otra buena parte
de los acuerdos que se están ce-
lebrando sean contrarios a las
normas del Tratado de Roma y a
cualquier otra normativa acepta-
ble en materia de competencia.
.Puede tratarse, por ejemplo, pu-
ra y simplemente, de acuerdos
dirigidos al reparto de mercados
o de zonas de influencia, al man-
tenimiento de precios abusiva-
mente elevados o a la neutrali-
zación de las rebajas llevadas a
cabo en los derechos arancela-
rios.

En este caso, de lo que hay que
haDiar es de ineficacia de las nor-
mas del Tratado; ineficacia con-
dicionada fundamentalmente por
el hecho de que hasta hace unos
meses no se na dispuesto de un
ueglamento para su aplicación.

El Reglamento, aprobado en la
célebre sesión del tm de año del
Consejo de Ministros, para la apli-
cación de los artículos 85 y £sü,
no es completo (de ahí la deno-
minación ue «primer» reglamen-
to; y deja prácticamente pendien-
tes cuesnones tan importantes co-
mo la uel tratamiento de las «po-
siciones dominantes» que no estén
oasauas en acuerdos restricti-
vos (1).

Con todo, parece que el Regla-
mento da base más que suficien-

U) Kl Reglamento ha resultado de
una transacción bastante difícil entre
criterios divergentes —el de ^rancia y
uelgica, por una parte, y el de Alemania
y Holanua, por otra—, por lo que ofrece
gran complejidad. Esta divergencia de
criierios y concepciones entre ios países
miembros ha oustaculizado la elaoora-
ción de las normas y dificultará también
la formación de una jurisprudencia al

nivel europeo.

te para que las Autoridades de la
CEE vayan poniendo en marcha
en el futuro inmediato una po-
lítica de represión del monopolio.
Los hechos nos irán diciendo en
los próximos meses hasta qué
punto la actividad investigadora
de la Comisión y la jurispruden-
cia del Tribunal de Justicia son
capaces de dar eficacia a las nor-
mas legales en este campo, don-
de el texto de ley puede conver-
tirse harto fácilmente en letra
muerta.

A nosotros nos interesa ahora
estudiar el texto de la ley, lo que,
evidentemente, tiene por sí solo
un gran interés desde el punto
de vista español.

Los principios y mecanismos
jurídicos fundamentales.

Sin pretender trazar un esque-
ma completo de las disposiciones
adoptadas por ei Tratado de Ro-
ma y el Reglamento, lo que exi-
giría un estudio jurídico muy pro-
fundo, se pueden señalar algunos
de sus principios y mecanismos
fundamentales.

A) Prohibición de las prácticas
restrictivas de la concurrencia.
Excepciones.

Según el artículo 85 (1) del Tra-
tado, «serán incompatibles con el
Mercado Común y quedan prohi-
bidas» toda cía se de prácticas
restrictivas que sean susceptibles
de afectar al comercio entre los
Países Miembros.

Vemos que la reglamentación
del Tratado de Roma deja fuera
de su ámbito de aplicación las
prácticas restrictivas que no
afectan al comercio internacional
entre los Países Miembros. Cabe
pensar que esta condición no li-
mita el campo de aplicación de
las normas del Tratado tanto co-
mo pudiera parecer a primera vis-
ta. Serán relativamente poco fre-
cuentes, en efecto, las prácticas
restrictivas dirigidas primordial-
mente a la explotación del mer-
cado nacional interno que no in-
terfieran también, siquiera sea
indirectamente, con el comercio
internacional.

El concepto de «práctica res-
trictiva» se define en forma poco
precisa, por lo que puede abar-
car un gran número de supuestos.
Así, se prohiben por el artícu-
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CRITERIOS DIVERGENTES EN LA REGLAMENTACIÓN
ANTIMONOPOLISTA

? i\ y Bélgica frente a Holanda y Alemania

lo 85 (1) «todos los acuerdos entre
empresas, las asociaciones entre
las mismas y toda clase de prác-
ticas acordadas...» «que tengan
por objeto o como efecto impedir,
restringir o falsear el desarrollo
de la competencia dentro del Mer-
cado Común».

Los acuerdos podrán ser tanto
escritos como verbales. Ni siquie-
ra hace falta que haya acuerdo;
basta con que exista una práctica
basada en un tácito entendimien-
to entre las empresas interesadas.

A título sólo indicativo, el ar-
tículo 85 (1) del Tratado enumera
varios tipos de prácticas restric-
tivas que quedan prohibidas
(«... especialmente, aquellos actos
que tengan por objeto»):

a) «Fijar de manera directa o
indirecta los precios de compra
o de venta u otras condiciones de
la transacción.»

b) «Limitar o controlar la
producción, los mercados o las
fuentes de abastecimiento.»

c) «Repartir los mercados o las
fuentes de abastecimientos.»

d) «Aplicar con respecto a so-
cios comerciales condiciones des-
iguales a prestaciones equivalen-
tes, ocasionando de esta manera
una desventaja a la competencia.»

d) «Subordinar la firma de
contratos a la aceptación por par-
te de los socios de prestaciones
suplementarias que, por su natu-
raleza o según los usos comercia-

les, no tengan relación con el ob-
jeto de dichos contratos.»

Los acuerdos que tengan por
objeto prácticas restrictivas pro-
hibidas por el Tratado son nulos,
y no simplemente anulables (ar-
tículo 85 (2) del Tratado). O, co-
mo dice el artículo 1.° del Re-
glamento, las prácticas restricti-
vas «quedan prohibidas, sin que
para ello sea necesaria una deci-
sión previa».

Ahora bien, esta prohibición
general se acompaña del señala-
miento de excepciones. En efec-
to, según el artículo 85 (3) del
Tratado, la prohibición «puede
ser declarada inaplicable)) a las
prácticas restrictivas (resultantes
de un acuerdo o sistema de acuer-
dos entre empresas, de una deci-
sión o sistema de decisiones que
implique asociación de empresas,
etcétera) que cumplan todas las
siguientes condiciones:

a) Que contribuya a mejorar
la producción o la distribución de
los productos o a estimular el
progreso técnico o económico.

b) Reservando a los usuarios
o consumidores una parte del be-
neficio que resulte.

c) Sin imponer a las empresas
interesadas restricciones que no
sean indispensables para alcanzar
estos objetivos.

d) Ni conceder a dichas em-
presas la posibilidad de eliminar
la competencia en lo que se re-

fiere a una parte sustancial de
los productos afectados.

Es importante hacer notar que
no se trata aquí de definir una
excepción legal; la excepción ha
de ser declarada por resolución de
la Comisión, a la que se ha de
notificar previamente el acuerdo
restrictivo de que se trate (artícu-
los 4.° y 6.° del Reglamento).

B) Prohibición del abuso de
una situación dominante.

El Tratado de Roma (art. 86)
prohibe también el «abuso de
una situación dominante», es de-
cir, las prácticas de tipo mono-
polístico que no se basan en
acuerdos entre empresas, sino en
el simple hecho de que una em-
presa domina el mercado, como
compradora o vendedora.

Lo que condena el Tratado no
es la existencia de posiciones do-
minantes, sino el abuso de las po-
siciones dominantes. Este concep-
to de abuso es muy difícil de de-
finir y de apreciar; y, como antes
se ha dicho, el artículo 86 —a
diferencia del 85— no ha tenido
todavía un desarrollo reglamenta-
rio propiamente dicho, aun cuan-
do el «primer Reglamento» apro-
bado por el Consejo alude a él
en diversas ocasiones.

El artículo 86 del Tratado se
limita a definir ¿arios tipos de
abusos de una posición dominan-
te, que viene a coincidir con los
tipos de prácticas restrictivas «es-
pecialmente prohibidas», a que se
ha hecho referencia en el aparta-
do anterior: imponer precios y
otras condiciones de la transac-
ción; limitar ]a producción, etc.

Por lo demás, el abuso de una
posición dominante se prohibe
también tan sólo en cuanto afec-
te al comercio entre los Países
Miembros.

C) Obligación de notificar. Ex-
cepciones.

La obligación de notificar ha
sido uno de los temas más discu-
tidos en la elaboración del Re-
glamento.

La tesis defendida por alema-
nes y holandeses era que impor-
taba conocer al Órgano Ejecutivo
en la materia —la Comisión— to-
dos los acuerdos existentes entre
empresas que pudieran tener un
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efecto restrictivo, a fin de decla-
rar su licitud o ilicitud. Para los
franceses, en cambio, la notifica-
ción era una formalidad adminis-
trativa poco útil —en cuanto las
empresas interesadas se guarda-
rán muy bien de notificar las
prácticas restrictivas que saben
que están prohibidas por la Ley,
manteniéndolas secretas— y ex-
tremadamente engorrosa, porque
puede consumir mucho tiempo y
energía. Más valdría concentrar
el esfuerzo de la Comisión en el
descubrimiento y represión de las
prácticas prohibidas, liberándola
de la pesada tarea de homologar
las prácticas lícitas.

Ha triunfado la tesis alemana,
favorable a la obligación de no-
tificar. Pero se han admitido al
mismo tiempo una serie de ex-
cepciones muy notables a dicha
obligación; lo que hace que, en
definitiva, el sistema resultante
sea un híbrido que puede ser que
tenga todos los inconvenientes,
pero no todas las ventajas, de las
dos alternativas discutidas.

Según los artículo 4* (1J y
5.° (1) del Reglamento, hay obli-
gación de notificar los acuerdos
realizados después de la entrada
en vigor del Reglamento, así co-
mo los acuerdos ya existentes
—estos últimos han de notificar-
se antes del 1 de agosto de 1962—,
en favor de los cuales los intere-
sados deseen beneficiarse de las
disposiciones (o excepciones a la
prohibición general de prácticas
restrictivas) del párrafo tercero
del artículo 85 del Tratado.

Hasta que no lleve a efecto es-
ta notificación, la Comisión no
podrá declarar la licitud de los
acuerdos.

Ahora bien, según el artícu-
lo 4.° (2) del Reglamento, no es
necesario notificar los acuerdos,
decisiones y prácticas concertadas
en \os casos siguientes:

1) Cuando en ellos participan
únicamente empresas dependien-
tes de un solo Estado Miembro
y los acuerdos no afectan al co-
mercio entre los Estados Miem-
bros.

2) Cuando en los acuerdos no
participan más que dos empresas
y tienen como único efecto:

a) Limitar la libertad de for-
mación de los precios o de las
condiciones contractuales de una
de las partes en la reventa de

mercancías que dicha parte ad-
quiere a la otra; o bien,

b] Imponer limitaciones a 1
ejercicio de los derechos del ad-
quirente o usuario de derechos
de propiedad industrial (especial-
mente, patentes, modelos, marcas
de fábrica) o del beneficiario de
contratos que comporten la ce-
sión de procedimientos de fabri-
cación o de conocimientos relati-
vos a la utilización de técnicas
industriales.

3) Cuando los acuerdos ten-
gan por objeto exclusivamente:

a) La elaboración o la aplica-
ción uniforme de normas y tipos.

b) El estudio en común de me-
joras técnicas, si el resultado es
accesible a todos los partícipes
y cada uno de ellos puede utili-
zarlo,

La ausencia de obligación de
notificar no crea una presunción
legal de licitud del acuerdo, en-
tendida en sentido estricto. La Co-
misión podrá siempre intervenir,
en relación con estos acuerdos, si
constata que tienen un efecto res-
trictivo de la competencia en el
sentido del artículo 85 del Tra-
tado.

Pero, evidentemente, la exen-
ción de la obligación de notificar
implica un tratamiento especial-
mente favorable de determinados
acuerdos y una fuerte presunción
de hecho en favor de su licitud.

En el supuesto del párrafo pri-
mero del artículo 4.u del Regla-
mento, la exención de la obli-
gación de notificar y el trata-
miento especialmente favorable
tienen plena justificación, dentro
del sistema general establecido
por el Tratado, en cuanto se tra-
ta de prácticas restrictivas que
no afectan al comercio entre los
Estados Miembros.

Los supuestos del párrafo se-
gundo del artículo 4.° tienen ya
distinto carácter y gran alcance
práctico. En especial, en el ar-
tículo 4.° (2b) resultan admitidas,
sin temperamentos, una serie de
prácticas restrictivas muy impor-
tantes, y que por cierto tienen es-
pecial trascendencia desde el pun-
to de vista de la economía españo-
la. Las limitaciones impuestas por
la empresa que cede patentes o
know-how a la actividad produc-
tiva o comercial de las empresas
concesionarias (por ejemplo, pro-
hibición de exportar) quedan exi-
midas de la obligación de noti-
ficar.

Se toca aquí uno de los pro-
blemas más delicados y peor re-
sueltos de toda la regulación de
las prácticas restrictivas; la con-
fusión entre el uso y el abuso de
los derechos de la propiedad in-
dustrial. La cuestión importa, so-
bre todo, a los países menos des-
arrollados, que utilizan en gran
escala patentes y técnicas origi-
nadas en países más adelantados
industrialmente; desgraciada -
mente, por ello mismo, la cues-
tión tiene pocas probabilidades de
ser resuelta en forma más equi-
tativa que lo está actualmente,
y el artículo 4.° (2b) del Regla-
mento aprobado por el Consejo de
Ministros de la CEE no hace sino
confirmarlo.

Por último, los supuestos fina-
les del artículo 4.° (acuerdos de
tipificación y de estudio en común
de mejoras técnicas) cubren prác-
ticas mucho menos objetables.

D) Certificación negativa.

El artículo 2." del Reglamento
crea un mecanismo de gran im-
portancia desde el punto de vista
de las empresas que deseen cer-
ciorarse de la seguridad jurídica
que ampara sus acuerdos. Dice
así: «La Comisión podrá compro-
bar, a petición de las empresas o
de las asociaciones de empresas
interesadas, que no existe necesi-
dad, conforme a los elementos que
obran en su conocimiento, de su
intervención respecto de algún
acuerdo, resolución o práctica» en
virtud de las normas represivas
de las prácticas monopolistas con-
tenidas en los artículos 85 y 86
del Tratado.

Esta seguridad jurídica sólo
puede ser relativa: ha de enten-
derse que, en efecto, si la Comi-
sión constata la existencia de ele-
mentos nuevos o anteriormente
desconocidos por ella en la situa-
ción, no está ligada por la certifi-
cación negativa antes emitida, y
puede, por lo tanto, intervenir
declarando la ilicitud de la prác-
tica o del acuerdo examinado.

E) Declaración de licitud o ili-
citud.

La Comisión puede constatar
que una práctica restrictiva es
contraria a las disposiciones del
Tratado y «obligar por medio de
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EL ABC SO ÜE LA POSICIÓN DOMINANTE

Prohibición cuando afecta al comercio entre los países miembros

una ck'í.'isión a las empresas o aso-
ciaciones de empresas interesadas
a poner fin a la infracción» (ar-
tículo 3.° (1) del Reglamento). La
declaración de ilicitud puede te-
ner lugar independientemente de
que haya sido notificada previa-
mente o no la práctica restrictiva
de que se trate a la Comisión (lo
probable, naturalmente, es que no
lo haya sido).

En cambio, la Comisión no pue^
de declarar la licitud de una prác-
tica restrictiva —en el sentido del
párrafo tercero del artículo 85—
si esta última no le ha sido noti-
ficada previamente. Y la declara-
ción de licitud no puede tener
efecto retroactivo con respecto a
la fecha de la notificación, excep-
to en el caso de los acuerdos ya
existentes en el momento de en-
trada en vigor del Reglamento
(artículo 6.° del Reglamento).

Hay que subrayar que la de-
claración de la licitud de una
práctica restrictiva por la Comi-
sión, en aplicación del párrafo
tercero del artículo 85 del Trata-
do, está sometida a ciertas condi-
ciones de gran importancia (ar-
tículo 8.° del Reglamento):

1) La declaración de licitud se
dicta tan sólo por un tiempo o
plazo determinado, al término del
cual puede ser renovada a peti-
ción de parte, si se siguen cum-

pliendo las condiciones justifica-
tivas de la excepción, o, en otro
caso, revocada.

2) La decisión de admitir la
práctica restrictiva puede ir acom-
pañada del señalamiento de con-
diciones y deberes.

3) La Comisión puede revocar
o modificar su propia resolución
o prohibir determinados actos a
los interesados: á) si la situación
de hecho se modifica en algún ele-
mento esencial; b) si los interesa-
dos contravienen alguna obliga-
ción inherente a la decisión; c) si
la decisión se ha basado en indi-
caciones inexactas o ha sido obte-
nida ilícitamente; d) si los intere-
sados abusan de la excepción que
en su favor ha sido establecida.
En todos estos casos, la decisión
de la Comisión puede ser revoca-
da con efecto retroactivo.

F) Procedimiento: iniciación
de las actuaciones, poderes de in-
vestigación de la Comisión, au-
diencia de los interesados, sancio-
nes, control por el Tribunal de
Justicia.

La Comisión es el órgano comu-
nitario competente nara declarar
la licitud o ilicitud de una prácti-
ca restrictiva, para declarar la li-
citud del abuso de una posición
dominante y también para certi-

ficar que no es necesario interve-
nir con respecto a un determina-
do acuerdo o práctica.

Las actuaciones de la Comisión
están reguladas por una serie de
reglas de procedimiento.

La Comisión puede actuar de
oficio o a instancia de los Esta-
dos Miembros o de las personas
físicas o morales que aleguen in-
terés legítimo (art. 3.° (2) del Re-
glamento).

La Comisión cuenta con am-
plios poderes de investigación.
Puede solicitar la información
que estime pertinente de cual-
quier empresa o asociación de
empresas radicadas en un País
Miembro (art. 11 del Reglamen-
to), las que están obligadas a fa-
cilitársela bajo la pena de las san-
ciones que luego veremos.

Pueden, además, los agentes de
la Comisión proceder a toda clase
de comprobaciones, y para ello:
a) controlar libros de contabilidad
y documentos análogos; b) sacar
copias o extractos de los libros y
documentos; c) exigir explicacio-
nes verbales in loco; d] tener ac-
ceso a todos los locales, terrenos
y vehículos de las empresas (ar-
tículo 4.° (1) del Reglamento).
Cuando una empresa se oponga a
una comprobación, el Estado
Miembro interesado está obligado
a prestar la asistencia necesaria
a los agentes de la Comisión (ar-
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tículo 4.° (6) del Reglamento). La
Comisión puede, además, proceder
a la investigación de la situación
desde el punto de vista de la com-
petencia de todo un sector eco-
nómico (art. 12).

Se garantiza a los interesados
y a los terceros que puedan jus-
tificar un interés suficiente la
oportunidad de ser oídos por la
Comisión, quien deberá dar la ne-
cesaria publicidad a sus peticio-
nes y notificaciones (art. 10 del
Reglamento).

Las sanciones previstas son ex-
clusivamente económicas, pero
tienen gran importancia. Según el
artículo 15 del Reglamento, la Co-
misión :

1) Podrá imponer multas de
100 a 5.000 unidades de cuenta
(dólares) a las empresas o aso-
ciaciones de empresas que no
cumplan su deber de información,
proporcionándola incompleta, in-
exacta o alterada, no proporcio-
nándola en el plazo fijado, o no
sometiéndose a las comprobacio-
nes que la Comisión determine.

2) Podrá imponer multas de
1.000 a un millón de unidades de
cuenta {pudiendo alcanzar hasta
el 10 por 100 de la cifra de las
ventas de la empresa sancionada
en el último ejercicio) cuando se
infrinjan las prohibiciones esta-
blecidas en los artículos 85 y 86

del Tratado, o cuando no se cum-
plan las condiciones establecidas
como obligatorias por la Comisión
al declarar la licitud de un acuer-
do.

Además, según el artículo 16
del Reglamento, la Comisión po-
drá imponer sanciones —a razón
de 50 a 1.000 unidades de cuen-
ta— por cada día de demora a
partir del fijado para poner fin a
una determinada actividad, sumi-
nistrar una determinada informa-
ción o someterse a una compro-
bación (2).

Las resoluciones de la Comi-
sión, que es un órgano ejecutivo,
están sometidas al control del
Tribunal de Justicia. Según el ar-
tículo 17 del Reglamento, «el Tri-
bunal de Justicia tiene plena com-
petencia y jurisdicción conforme
al artículo 172 del Tratado, en
los recursos promovidos contra
las resoluciones por medio de las
cuales la Comisión impone multas
o sanciones; el Tribunal puede
condenar, reducir o aumentar la
sanción impuesta».

(2) A propósito de la aplicación de
este sistema de sanciones hay que tener
muy en cuenta, pin embargo, que según
el art. 3 (3) del Reglamento, la Comi-
sión «podrá dirigir recomendaciones a
las Empresas y asociaciones de Empre-
sas interesadas, encaminadas a poner té"r-
mino a una infracción» antes de adoptar
una resolución condenatoria.

G) Conexión con las Autori-
dades de los Estados Miembros.

Se prevé el establecimiento de
conexiones con los Estados Miem-
bros en varias fases de la actua-
ción de la Comisión, Los agentes
de los Estados Miembros están
obligados a prestar ayuda a los
de la Comisión y pueden ser en-
cargados por ésta de realizar com-
probaciones.

La Comisión está obligada a in-
formar a los Estados Miembros in-
teresados sobre las peticiones y
notificaciones que dirija a las em-
presas. Los Estados Miembros
están autorizados a realizar ob-
servaciones acerca de las actua-
ciones de la Comisión (art. 10 del
Reglamento).

Se crea, además, un Comité
Consultivo en materia de acuer-
dos y posiciones dominantes, que
será consultado por la Comisión
antes de adoptar una resolución
declaratoria de la licitud o ilici-
tud de un acuerdo o práctica. El
Comité será integrado por fun-
cionarios de los Estados Miem-
bros (uno por cada Estado) ex-
pertos en la materia (art. 10).

Hasta que la Comisión no ini-
cie un procedimiento con respec-
to a un acuerdo o práctica, las
autoridades de los Estados Miem-
bros «siguen siendo competentes»
para aplicar los artículos 85 (1)
y 86 del Tratado (art. 9,° del Re-
glamento).

H) Monopolios fiscales y agri-
cultura.

Hay que señalar, por último,
dos casos especiales de gran im-
portancia.

El artículo 42 del Tratado ex-
cluye del ámbito de aplicación de
las reglas de competencia defini-
das por el mismo, todo lo refe-
rente a la «producción y al co-
mercio de productos agrícolas»,
salvo en la medida en que el Con-
sejo de Ministros acuerde lo con-
trario.

En cuanto a los monopolios fis-
cales y a los servicios públicos, el
artículo 90 (2) del Tratado dice
que «las empresas encargadas de
servicios de interés económico ge-
neral o que revistan el carácter
de un monopolio fiscal se some-
terán a las normas de competen-
cia», pero tan sólo en la medida
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en que la aplicación de las mis-
mas no impida el cumplimiento,
de derecho o de hecho, de la mi-
sión particular que les ha sido
encomendada por las leyes nacio-
nales. ,

Implicaciones para España.

1. Los artículos 85 a 90 y el
Reglamento para su aplicación
constituyen uno de los sectores
del Tratado de Roma a que Es-
paña puede adherirse sin reservas
ni excepciones de ninguna clase,
porque la adhesión no puede, en
conjunto, sino beneficiarnos.

Podría darse algún caso de em-
presas o asociaciones de empre-
sas españolas que estuvieren ex-
plotando el mercado CEE median-
te el abuso de una posición domi-
nante o algún acuerdo de tipo res-
trictivo. Pero mucho más frecuen-
te, evidentemente, serán las situa-
ciones en que los intereses espa-
ñoles —en cuanto intereses expor-
tadores o compradores de mer-
cancías extranjeras— estén sien-
do perjudicados por la existencia
de prácticas restrictivas o de obs-
táculos a la competencia en el
mercado CEE. Ya hemos aludido
antes a un tipo de práctica res-
trictiva que tiene especial signi-
ficación para España: las limita-
ciones muy estrictas impuestas a
la capacidad de competencia de

P. VERLOREN VAN THEMAT

Director General de Competencia
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la empresa concesionaria españo-
la por la empresa extranjera que
cede derechos de propiedad in-
dustrial. (Ya se ha dicho antes
también que, por desgracia, este
supuesto no se incluye entre los
sancionados por la legislación an-
timonopolista de la Comunidad.)
Otro caso frecuente serán, proba-
blemente, las prácticas restricti-
vas concertadas entre empresas
extranjeras, por una parte, y es-
pañolas, por otra, para la explo-
tación del mercado nacional, en
perjuicio, a la vez, del consumidor
español y de terceros proveedo-
res.

En el caso de que España ad-
quiera el status de «país asocia-
do» a la Comunidad, se plantea
un problema de técnica jurídica
de cierta importancia. Los proce-
dimientos —no las reglas sustan-
tivas— previstos en el Tratado y
el Reglamento están pensados pa-
ra el caso de un País Miembro, y
serán necesarias adaptaciones que
permitan un equilibrio entre los
derechos y obligaciones de cada
Parte, para el caso de su aplica-
ción a un país simplemente aso-
ciado. El Acuerdo de Asociación
con Grecia deja pendiente la
cuestión, pues se limita a decla-
rar que se determinarán en un
cierto plazo las condiciones y mo-
dalidades de aplicación de las re-
glas de concurrencia formuladas
por el Tratado de Roma.

2. Pero el Tratado disciplina
sólo las prácticas restrictivas que
afectan al comercio internacional
entre los Países Miembros q Aso-
ciados. Una implicación lógica pa-
ra España será entonces (aunque
jiirídicamente la adhesión al Tra-
tado no le obligue a ello) el esta-
blecimiento de una disciplina de
las prácticas restrictivas que afec-
tan al mercado nacional interno.
Sería muy absurdo que una mis-
ma práctica estuviese prohibida
y sancionada, en cuanto puede
perjudicar a intereses exteriores,
y permitida, en cambio, cuando
sólo perjudique al consumidor na-
cional.

Las circunstancias externas
—la petición de apertura de ne-
gociaciones con la CEE— e inter-
nas —la elaboración de un Plan
de Desarrollo y la revisión críti-
ca del marco institucional de
nuestra economía que ello signi-
fica— empujan y hacen que no
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se pueda dilatar por más tiempo
el cumplimiento de la promesa de
instaurar en España una norma-
tiva represiva del monopolio, he-
cha solemnemente por el legisla-
dor en el tantas veces citado ar-
tículo 3.° del Decreto-ley de Or-
denación Económica de 20 de ju-
lio de 1959.

Tenemos hoy al alcance de la
mano una serie de experiencias
nacionales e internacionales en la
materia, recogidas y revisadas de
manera profunda, precisamente
con. ocasión de la discusión del
Reglamento europeo que en es-
te trabajo se ha comentado. Esta
experiencia y la reconsideración
de las circunstancias especiales
de España, que se ha esbozado
por algunos de nuestros econo-
mistas y juristas en los últimos
meses, nos permitirían, sin duda,
elaborar unas normas jurídicas
eficaces y, al mismo tiempo, res-
petuosas de los derechos priva-
dos, basadas en definiciones ade-
cuadas de las prácticas prohibi-
das y admitidas; de las especial-
mente sancionadas, de las obli-
gaciones de inscribir o notificar,
de los poderes de investigación
y comprobación concedidos a la
Administración y del control, en
última instancia, por la autoridad
judicial.


